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LEY 732 DE 2002
(enero 25)

por la cual se establecen nuevos plazos para realizar, adoptar y aplicar las estratificaciones 
socioeconómicas urbanas y rurales en el territorio nacional y se precisan los mecanismos 

de ejecución, control y atención de reclamos por el estrato asignado.

El Congreso de Coilombia
DECRETA:

Artículo Io. Plazos. Los Alcaldes que en cumplimiento de los mandatos 
legales anteriores a la presente Ley hayan adelantado estratificaciones urbanas 
deberán volver a realizarlas, de manera general, y a adoptarlas máximo en las 
siguientes fechas:

• Catorce (14) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley los municipios de categorías primera hasta con 200.000 habitantes, segunda, 
tercera, cuarta y quinta.

• Dieciséis (16) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley los municipios y distritos de las Areas Metropolitanas y de categorías especial 
y primera con más de 200.000 habitantes.

• Diecinueve (19) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley los clasificados en categoría sexta.

Los Alcaldes que en cumplimiento de los mandatos legales anteriores a la 
presente ley hayan adelantado estratificaciones de centros poblados rurales tendrán 
como plazo máximo diecinueve (19) meses contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley para volver a realizarlas, de manera general, y a adoptarlas.

Para realizar y adoptar las estratificaciones de fincas y viviendas dispersas 
rurales los Alcaldes tendrán como plazo máximo tres (3) meses contados a partir 
de la fecha en que reciban del Departamento Nacional de Planeación la metodo­
logía completa correspondiente a cada municipio y distrito como está previsto en 
la presente ley.

Parágrafo. Todos los municipios y distritos con formación predial catastral 
rural posterior a 1989, para poder realizar y adoptar las estratificaciones de fincas 
y viviendas dispersas rurales tendrán que contar con el estudio del cálculo la 
Unidad Agrícola Familiar, UAF, promedio municipal o distrital avalado por el 
Departamento Nacional de Planeación.

El Departamento Nacional de Planeación dispondrá de dos (2) meses conta­
dos a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para revisar los estudios 
de la ÚAF promedio que a la entrada en vigencia de la presente ley hayan enviado

los municipios y distritos. Avalará los que considere adecuados, precisará las 
correcciones y fijará los plazos para presentarlas, y con base en lincamientos 
técnicos le establecerá plazos a los que no

Vencidos los plazos de que trata el inci& 
que no los hayan cumplido tendrán una prórroga automática por un plazo igual 
al inicialmente asignado, vencido el cual si no han cumplido se considerarán 
renuentes. La información que en cumplimiento de estos plazos presenten los 
municipios y distritos será evaluada por el Departamento Nacional de Planeación, 
a más tardar (2) meses después de la fecha '

Artículo 2o. Metodologías. Todos los AI 
estratificaciones empleando las metodologías 
de Planeación, las cuales deberá suministrar 
antelación a los plazos previstos por la presente ley para la adopción de las 
estratificaciones urbanas y de centros poblados rurales. Máximo un (1) mes después 
de haber obtenido el aval del estudio de la Unidad Agrícola Familiar promedio, los 
municipios y distritos recibirán del Departamento Nacional de Planeación la meto­
dología completa de estratificación de fincas

Las metodologías contendrán los procedimientos, las variables y los métodos 
estadísticos.

Los Alcaldes de las Areas Metropolita™ 
conjunta y simultánea sus estratificaciones 
presente ley para la ciudad con mayor población, empleando la misma metodo­
logía de dicha ciudad y bajo la coordinación operativa de ella, para lo cual 
contarán con apoyo técnico especial del Départamento Nacional de Planeación.

Los asentamientos indígenas ubicados < n la zona rural dispersa recibirán un 
tratamiento especial en cuanto a subsidios y 
domiciliarios, que dependa de su clasificació i según condiciones socioeconómicas 
y culturales, aspectos que definirá el Departí u 
tardar doce (12) meses contados a partir de 
Ley. Hasta tanto, se considerarán clasificados en estrato 1.

Artículo 3o. Control y vigilancia. Los 
inmediata de la Procuraduría General de

layan reportado el estudio.
,o anterior, los municipios y distritos

de recibo.
caldes deberán realizar y adoptar sus 
que diseñe el Departamento Nacional 

es directamente con seis (6) meses de

y viviendas dispersas rurales.

as realizarán y adoptarán de manera 
urbanas, en los plazos previstos en la

contribuciones de servicios públicos

imento Nacional de Planeación a más 
la entrada en vigencia de la presente

Gobernadores, so pena de sanción 
la Nación, deberán establecer qué
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ét el cumplimiento de los plazos establecidos en laAlcaldes fueron renuentes 
presente ley e informar a dic ía entidad a más tardar dos (2) meses después de 
vencidos dichos plazos, con (1 propósito de que ella proceda a investigarlos y a 
sancionarlos después de haber recibido el reporte departamental.

La Procuraduría General de la Nación deberá enviar copia de la relación de 
los Alcaldes renuentes al Dep irtamento Nacional de Planeación, con el fin de que 
dicha entidad fije nuevos 
disposición por parte de la Pr (curaduría General de la Nación constituirá causal 
de mala conducta del fuñe i

Las empresas de servicio^ p úblicos domiciliarios tomarán las medidas necesarias 
para que los resultados de las 
plazos previstos en la presente [ley se apliquen al cobro de las tarifas de los servicios 
públicos domiciliarios resident iales, a más tardar cuatro (4) meses después de haber 
sido expedido y publicado 
gradualidad tarifaria que detei minarán las respectivas Comisiones de Regulación

p azos a los Alcaldes. El incumplimiento de esta

ot ario responsable.

estratificaciones adoptadas en cumplimiento de los

d correspondiente decreto de adopción, y con la

máximo seis (6) meses a partí' de la entrada en vigencia de la presente ley.
Si rvicios Públicos Domiciliarios, mediante el Siste- 

evisto en el artículo 14 de la Ley 689 de 2001,
La Superintendencia de 

ma Unico de Información 
implementará el control y 1 i v igilancia permanente del cabal cumplimiento de la 
aplicación de las estratifícale nes adaptadas por decretos de los Alcaldes al cobro 
de las tarifas de servicios pi

P

ül licos domiciliarios, por parte de las empresas.
La Superintendencia de í 

empresas de servicios púb ic as domiciliarios que no apliquen al cobro de sus 
tarifas residenciales las estrat 
máximo cuatro (4) meses def pués de vencidos los plazos previstos para ello en 
este artículo. El incumplimiento de esta disposición por parte de la 
Superintendencia de Servicio > Públicos Domiciliarios constituirá causal de mala 
conducta del funcionario res

Artículo 4o. Incentivos. Modifícase el artículo 101.9 de la Ley 142 de 1994, el 
ti ate de otorgar subsidios con recursos nacionales, la

ervicios Públicos Domiciliarios sancionará a las

fícaciones adoptadas por decretos de los Alcaldes,

•onsable.

cual quedará así: Cuando se
Nación podrá exigir, antes de e éctuar los desembolsos, que se consiga certificación 
de la Superintendencia de Serv icios Públicos Domiciliarios en el sentido de que los 
decretos municipales de adopc ón fueron aplicados por las empresas correctamente 
al cobro de las tarifas de los s ¡rvicios públicos domiciliarios.

Cuando se trate de otorgar subsidios con recursos departamentales, distritales 
o municipales, dichas autonc ades podrán ejercer un control similar.

Artículo 5o. Reclamación ’.s generales. Cuando cualquier persona natural o 
jurídica manifieste dudas sobi 
decir, sobre la forma como fu< ron aplicadas de manera general las metodologías, 
el Departamento Nacional 
considera necesario, ordenará al Alcalde la revisión general o parcial de las 
estratificaciones fijando los plazos para la realización, adopción y aplicación e 
informando a las autoridades de control y vigilancia competentes.

También deberán volver e a realizar, adoptar o aplicar estratificaciones 
cuando el Departamento Ñ

e la correcta realización de las estratificaciones, es

dé Planeación emitirá un concepto técnico y, si lo

a< ional de Planeación mínimo cada cinco (5) años 
cambie las metodologías me 
dicha entidad considere que se amerita.

onales, o cuando por razones naturales o sociales

*

Unicamente por las circunstancias descritas en este artículo el Alcalde podrá 
dejar sin efectos los decretos de adopción y aplicación de las estratificaciones, y 
para las revisiones generales aquí previstas aplicarán las competencias y los 
plazos de control y vigilancia señalados en el artículo 3o de la presente ley.

Artículo 6o. Reclamaciones individuales. Toda persona o grupo de personas 
podrá solicitar a la Alcaldía, en cualquier momento, por escrito, revisión del 
estrato urbano o rural que le asigne. Los reclamos serán atendidos y resueltos en 
primera instancia por la respectiva Alcaldía y las apelaciones se surtirán ante el 
Comité Permanente de Estratificación de su municipio o distrito. En ambos casos 
y también para mantener actualizadas las estratificaciones, se procederá de 
acuerdo a la reglamentación que establezca el Departamento Nacional de 
Planeación atendiendo a las metodologías.

La instancia competente deberá resolver el reclamo en un término no superior 
a dos (2) meses, de lo contrario operará el silencio administrativo positivo.

Parágrafo Io. Los Comités Permanentes de Estratificación funcionarán en cada 
municipio y distrito de acuerdo con el modelo de reglamento interno que les 
suministre el Departamento Nacional de Planeación el cual deberá contemplar que 
los Comités harán veeduría del trabajo de la Alcaldía y que contarán con el apoyo 
técnico y logístico de la Alcaldía, quien ejercerá la secretaría técnica de los Comités. 
Dicho reglamento también definirá el número de representantes de la comunidad 
que harán parte de los Comités y establecerá que las empresas comercializadoras 
de servicios públicos domiciliarios residenciales harán parte de los Comités. Estas 
prestarán su concurso económico para que las estratificaciones se realicen y 
permanezcan actualizadas, de acuerdo con la reglamentación que el Gobierno 
Nacional haga del artículo 11 de la Ley 505 de 1999.

Parágrafo 2o. Cuando la estratificación socioeconómica no haya sido adoptada por 
decreto municipal o distrital, la empresa que presta el servicio público domiciliario por 
cuyo cobro se reclama deberá atenderlo directamente en primera instancia, y la 
apelación se surtirá ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

Artículo T. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Carlos García Orjuela.

El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),
Luis Francisco Boada Gómez.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Guillermo Gaviria Zapata.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera. 

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de enero de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Desarrollo Económico,

Eduardo Pizano de Narváez.
El Director del Departamento Nacional de Planeación,

Juan Carlos Echeverri Garzón.

* *

LEY 736 DE 2002
(marzo 4)

por me lio de la cual se honra la memoria del Presidente de la República Don Aquileo Parra.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo Io. Con motivo c e cumplirse el primer centenario del fallecimiento 
del Presidente Aquileo Parra, quien gobernó el Estado colombiano en el período 
1876-1878, el Congreso de C olombia honra, su memoria decretando honores a 
este ciudadano, quien le pres ó invaluables servicios a la patria.

Artículo 2o. El Gobierno
una estatua en bronce del ilu tre hombre, don Aquileo Parra.

Artículo 3o. El Gobieihí 
Planeación Nacional, del 
construirá una sede de cu 
Barichara, destinada a ser

Artículo 4o. Autorízase 
presupuéstales necesarias

N icional construirá en la plaza principal de Barichara,

Artículo 5o. La presente ley rige a partir de su sanción.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela. 
El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,

Luis Francisco Boada Gómez. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera. 
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de marzo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos Calderón.

Nacional por intermedio del Departamento de 
nisterio de Educación Nacional y de la Cultura, 
•a anexa a la casa donde nació el señor Parra en 

is< uela de artes y sala de exposiciones.
Gobierno Nacional, para efectuar las operaciones 

ja: a el cumplimiento de la presente ley.

M
tu

a
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LEY 737 DE 2002
(marzo 5)

por medio de la cual se aprueba la “Convención Interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícitos
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados ”, adoptada 

en Washington, D. C., el catorce (14) de noviembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

El Congreso de Colombia
Visto el texto de la “Convención Interamericana contra la fabricación y el 

tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados” adoptada en Washington, D. C., el catorce (14) de noviembre de 
mil novecientos noventa y siete (1997), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instrumento 
Internacional mencionado).

«CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA
LA FABRICACION Y EL TRAFICO ILICITOS DE ARMAS 

DE FUEGO, MUNICIONES,
EXPLOSIVOS Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS

Los Estados Partes,
Conscientes, de la necesidad urgente de impedir, combatir y erradicar la fabrica­

ción y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados, debido a los efectos nocivos de estas actividades para la seguridad de 
cada Estado y de la región, en su conjunto, que ponen en riesgo el bienestar de los 
pueblos, su desarrollo social y económico y su derecho a vivir en paz;

Preocupados por el incremento, a nivel internacional, de la fabricación y el 
tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados y por la gravedad de los problemas que estos ocasionan;

Reafirmando la prioridad para los Estados Partes de impedir, combatir y 
erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, dada su vinculación con el narcotráfico, 
el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las actividades mercena­
rias y otras conductas criminales;

Preocupados por la fabricación, ilícita de explosivos empleando sustancias y 
artículos que en sí mismos no son explosivos -y que no están cubiertos por esta 
Convención debido a sus otros usos lícitos- para actividades relacionadas con el 
narcotráfico, el terrorismo, la delincuencia trasnacional organizada, las activida­
des mercenarias y otras conductas criminales;

Considerando la urgencia de que todos los Estados, en especial aquellos que 
producen, exportan e importan armas, tomen las medidas necesarias para 
impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

Convencidos de que la lucha contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados requiere la 
cooperación internacional, el intercambio de información y otras medidas 
apropiadas a nivel nacional, regional e internacional y deseando sentar un 
precedente en la materia para la comunidad inter-nacional;

Resaltando la necesidad de que en los procesos de pacificación y en las 
situaciones postconflicto se realice un control eficaz de las armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, a fin de prevenir su 
introducción en el mercado ilícito;

Teniendo presentes las resoluciones pertinentes de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas relativas a las medidas para erradicar las transferencias 
ilícitas de armas convencionales y la necesidad de todos los Estados de garantizar 
su seguridad, así como los trabajos desarrollados en el marco de la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, (Cicad);

Reconociendo la importancia de fortalecer los mecanismos internacionales 
existentes de apoyo a la aplicación de la ley, tales como el Sistema Internacional de 
Rastreo de Armas y Explosivos de la Organización Internacional de Policía 
Criminal (Interpol), para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

Reconociendo que el comercio internacional de armas de fuego es particular­
mente vulnerable a abusos por elementos criminales y que una política de 
“conozca a su cliente” para quienes producen, comercian, exportan o importan 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, es 
crucial para combatir este flagelo;

Reconociendo que los Estados han desarrollado diferentes costumbres y 
tradiciones con respecto al uso de armas de fuego y que el propósito de mejorar 
la cooperación internacional para erradicar el tráfico ilícito transnacional de

armas de fuego no pretende desalentar o disminuir actividades lícitas de recrea­
ción o esparcimiento, tales como viajes o turismo para tiro deportivo o caza, ni 
otras formas de propiedad y usos legales reconocidos por los Estados Partes;

Recordando que los Estados Partes tienen legislaciones y reglamentos inter­
nos sobre armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relaciona­
dos, y reconociendo que esta Convención 10 compromete a los Estados partes a 
adoptar legislaciones o reglamentos 
comercialización de armas de fuego de 
reconociendo que los Estados Partes aplicarán sus leyes y reglamentos respecti­
vos en consonancia con esta Convención;

Reafirmando los principios de soberaní; 
de los Estados,

Han decidido adoptar la presente Convención Interamericana contra la 
Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados:

sobre la propiedad, tenencia o 
carácter exclusivamente interno y

a, no intervención e igualdad jurídica

Artículo I
Definiciones

A los efectos de la presente Convenció:
1. “Fabricación ilícita”: la fabricación 

municiones, explosivos y otros materiales
a) A partir de componentes o partes ilícitamente traficados; o
b) Sin licencia de una autoridad gubernamental competente del Estado Parte 

donde se fabriquen o ensamblen; o
c) Cuando las armas de fuego que lo requieran no sean marcadas en el 

momento de fabricación;
2. “Tráfico ilícito”: la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, 

traslado o trasnferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados desde o a través del territorio de un Estado Parte al de otro 
Estado Parte si cualquier Estado Parte con<

3. “Armas de fuego”:
a) Cualquier arma que conste de por lo i 

o proyectil puede ser descargado por la acción de un explosivo y que haya sido 
diseñada para ello o pueda convertirse fácilmente para tal efecto, excepto las 
armas antiguas fabricadas antes del siglo XX o sus réplicas, o

b) Cualquier otra arma o dispositivo de¡ 
incendiaria o de gas, granada, cohete, lanzaco

4. “Municiones”: el cartucho completo o sus componentes, incluyendo 
cápsula, fulminante, carga propulsora, proyectil de bala que se utilizan en las 
armas de fuego.

5. “Explosivos”: toda aquella sustancia o artículo que se hace, se fabrica o se 
utiliza para producir una explosión, detonación, propulsión o efecto pirotécnico, 
excepto:

a) Sustancias y artículos que no son en
b) Sustancias y artículos mencionados en el anexo de la presente Convención.
6. “Otros materiales relacionados”: cualquier componente, parte o repuesto 

de un arma de fuego o accesorio que pueda ser acoplado a un arma de fuego.
7. “Entrega vigilada”: técnica consiste: 

sospechosas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en 
él, con el conocimiento y bajo la supervisión 
el fin de identificar a las personas invo 
mencionados en el artículo IV de esta convención.

Artículo
Propósi

El propósito de la presente Convención
Impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 

fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;
Promover y facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio 

de información y de experiencias para impedir, combatir y erradicar la fabrica­
ción y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados.

n, se entenderá por:
o el ensamblaje de armas de fuego, 
relacionados:

cernido no lo autoriza.

menos un cañón por el cual una bala

structivo tal como bomba explosiva, 
hetes, misil, sistema de misiles y minas;

sí mismos explosivos; o

nte en dejar que remesas ilícitas o

de sus autoridades competentes, con 
ucradas en la comisión de delitos

II 
to
es:



Página 4 Lunes 8 de abril de 2002 GACETA DEL CONGRESO 84

c<
le

Artículo III
Soberanía

irán las obligaciones que se derivan de la presente 
in los principios de igualdad soberana e integridad 
no intervención en los asuntos internos de otros

1. Los Estados partes cump 
Convención de conformidac 
territorial de los Estados y d 
Estados.

2. Un Estado parte no ejei ce rá en el territorio de otro Estado Parte jurisdicción 
ni funciones reservadas excl as 
por su derecho intemo.

vamente a las autoridades de ese otro Estado Parte

IV
Artículo IV

iedidas legislativas
aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas 
ue sean necesarias para tipificar como delitos en

1. Los Estados Partes que 
legislativas o de otro carácter 
su derecho interno la fabric tción y el tráfico ilícitos de armas de fuego,

a

municiones, explosivos y ora s materiales relacionados.
2. A reserva de los respi 

fundamentales de los orden m 
que se tipifiquen conforme 
comisión de alguno de dic 
cometerlos, la tentativa de conjeterlos y la asistencia, la incitación, la facilitación 
o el asesoramiento en relac

ctivos principios constitucionales y conceptos 
ientos jurídicos de los Estados Partes, los delitos 
párrafo anterior incluirán la participación en la 

¡bofe delitos, la asociación y la confabulación para

con su comisión. 
Artículo V

Competencia

ót

1. Cada Estado Parte ado :>t¡ rá las medidas que sean necesarias para declararse 
competente respecto de los de itos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el delito

2. Cada Estado Parte pod 
declararse competente respdct > de los delitos que haya tipificado de conformidad 

1!h 1 delito sea cometido por uno de sus nacionales o

e cometa en su territorio.
á adoptar las medidas que sean necesarias para

con esta Convención cuand
por una persona que tenga tes idencia habitual en su territorio.

3. Cada Estado Parte ado 
competente respecto de los

rá las medidas que sean necesarias para declararse

o delincuente se encuentre en su territorio y no lo 
o de la nacionalidad del presunto delincuente.

>:>t
de itos que haya tipificado de conformidad con esta 

Convención cuando el presen 
extradite a otro país por mcri1

4. La presente Convención 10 excluye la aplicación de cualquier otra regla de 
jurisdicción penal establecida 
nacional.

por un Estado Parte en virtud de su legislación

Artículo VI
M nr :aje de armas de fuego

1. A los efectos de la id<sn ifícación y el rastreo de las armas de fuego a que 
se refiere el artículo 1.3 a, los

ar >e se marquen de manera adecuada el nombre del
Estados Partes deberán:

a) Requerir que al fabric i 
fabricante, el lugar de fabri ca :ión y el número de serie;

b) Requerir el mareaje 
manera que permita ident

c) Requerir el mareaje ¡i 
decomisada de conformidac I

2. Las armas de fuego a 
manera adecuada en el mome ato de su fabricación, de ser posible.

a iecuado en las armas de fuego importadas de 
:ar el nombre y la dirección del importador; y 
icuado de cualquier arma de fuego confiscada o 
>n el artículo VII.I que se destinen para uso oficial.

fi
id
c

qu e se refiere el artículo 1.3.b) deberán marcarse de

Artículo VII
ifiscación o decomiso
mprometen a confiscar o decomisar las armas de

C
1. Los Estados Partes se < 

fuego, municipios, explosi, 
objeto de fabricación o tráf i< ilícitos.

o
c<
(4 y otros materiales relacionados que hayan sido 
Ci

2. Los Estados Partes adop arán las medidas necesarias para asegurarse de que 
todas las armas de fuego, mun

o ifiscados o decomisados como consecuencia de su 
t o lleguen a manos de particulares o del comercio 
u

ciones, explosivos y otros materiales relacionados
que hayan sido incautados, d 
fabricación o tráfico ilícito > 
por la vía de subasta, venta otros medios.

Artículo VIII
edidas de seguridad
efectos de eliminar pérdidas o desviaciones, se 

e<¡ idas necesarias para garantizar la seguridad de las 
explosivos y otros materiales relacionados que se 
tránsito en sus respectivos territorios.

Artículo IX

Los Estados Partes, a l(^s 
comprometen a tomar las n i 
armas de fuego, municione ¡ 
importen, exporten o estén ei

‘Oí as de exportación, importación y tránsito
e

Je
amas de fuego, municiones, explosivos y otros

Autorizaciones o lice
1. Los Estados Partes 

licencias o autorizaciones 
para las transferencias de 
materiales relacionados:

tablecerán o mantendrán un sistema eficaz de 
exportación, importación y tránsito internacional

2. Los Estados Partes no permitirán el tránsito de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados hasta que el Estado Parte receptor 
expida la licencia o autorización correspondiente.

3. Los Estados Partes, antes de autorizar los embarques de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados para su exportación, 
deberán asegurarse de que los países importadores y de tránsito han otorgado las 
licencias o autorizaciones necesarias.

4. El Estado Parte importador informará al Estado Parte exportador que lo 
solicite de la recepción de los embarques de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo X
Fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación

Cada Estado Parte adoptará las medidas que puedan ser necesarias para 
detectar e impedir el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados entre su territorio y el de otros Estados Partes, 
mediante el fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación.

Artículo XI
Mantenimiento de información

Los Estados partes mantendrán, por un tiempo razonable, la información 
necesaria para permitir el rastreo y la identificación de armas de fuego que han 
sido fabricadas o traficadas ilícitamente, para permitirles cumplir con las obliga­
ciones estipuladas en los artículos XIII y XVII.

Artículo XII
Confidencialidad

A reserva de las obligaciones impuestas por sus Constituciones o por 
cualquier acuerdo internacional, los Estados partes garantizarán la confidencialidad 
de toda información que reciban cuando así lo solicite el Estado Parte que 
suministre la información. Si por razones legales no se pudiera mantener dicha 
confidencialidad, el Estado Parte que suministró la información deberá ser 
notificado antes de su divulgación.

Artículo XIII
Intercambio de información

1. Los Estados Partes intercambiarán entre sí, de conformidad con sus 
respectivas legislaciones internas y los tratados aplicables, información pertinen­
te sobre cuestiones tales como:

a) Productores, comerciantes, importadores, exportadores y, cuando sea 
posible, transportistas autorizados de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados;

b) Los medios utilizados para ocultar la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y las 
maneras de detectarlos;

c) Las rutas que habitualmente utilizan las organizaciones de delincuentes que 
participan en el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados;

d) Experiencias, prácticas y medidas de carácter legislativo para impedir, 
combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, y

e) Técnicas, prácticas y legislación contra el lavado de dinero relacionado con 
la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados.

2. Los Estados Partes proporcionarán e intercambiarán, según corresponda, 
información científica y tecnológica pertinente para hacer cumplir la ley y 
mejorar la capacidad de cada uno para prevenir, detectar e investigar la fabrica­
ción y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados y para procesar penalmente a los responsables.

3. Los Estados Partes cooperarán en el rastreo de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que pudieran haber sido fabricados o 
traficados ilícitamente. Dicha cooperación incluirá dar respuesta pronta y precisa 
a las solicitudes de rastreo.

Artículo XIV
Cooperación

1. Los Estados partes cooperarán en el plano bilateral, regional e internacional 
para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, municiones explosivos y otros materiales relacionados.

2. Los Estados Partes identificarán una entidad nacional o un punto único de 
contacto que actúe como enlace entre los Estados Partes, así como entre ellos y 
el Comité Consultivo establecido en el artículo XX, para fines de cooperación e 
intercambio de información.

Artículo XV
Intercambio de experiencias y capacitación

1. Los Estados Partes cooperarán en la formulación de programas de inter­
cambio de experiencias y capacitación entre funcionarios competentes y cola­
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borarán entre sí para facilitarse el acceso a equipos o tecnología que hubieren 
demostrado ser eficaces en la aplicación de la presente Convención.

2. Los Estados Partes colaborarán entre sí y con los organismos internaciona­
les pertinentes, según proceda, para cerciorarse de que exista en sus territorios 
capacitación adecuada para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el 
tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados. Dicha capacitación incluirá, entre otras cosas:

a) La identificación y el rastreo de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados;

b) La recopilación de información de inteligencia, en particular la relativa a 
la identificación de los responsables de la fabricación y el tráfico ilícitos y a los 
métodos de transporte y las técnicas de ocultamiento de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, y

c) El mejoramiento de la eficiencia del personal responsable de la búsqueda 
y detección, en los puntos convencionales y no convencionales de entrada y 
salida, de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relaciona­
dos traficados ilícitamente.

Artículo XVI
Asistencia técnica

Los Estados Partes cooperarán entre sí y con los organismos internacionales 
pertinentes, según proceda, a fin de que aquellos Estados Partes que lo soliciten 
reciban la asistencia técnica necesaria para fortalecer su capacidad para impedir, 
combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, incluida la asistencia 
técnica en los temas identificados en el artículo XV.2.

Artículo XVII
Asistencia jurídica mutua

1. Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia jurídica mutua, de 
conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso y respondiendo 
en forma oportuna y precisa a las solicitudes emanadas de las autoridades que, 
de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o 
procesamiento de las actividades ilícitas descritas en la presente Convención, a 
fin de obtener pruebas y tomar otras medidas necesarias para facilitar los 
procedimientos y actuaciones referentes a dicha investigación o procesamiento.

2. A los fines de la asistencia jurídica mutua prevista en este artículo, cada 
Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá recurrir a autoridades 
centrales según se estipula en los tratados pertinentes u otros acuerdos. Las 
autoridades centrales tendrán la responsabilidad de formular y recibir solicitudes 
de asistencia en el marco de este artículo, y se comunicarán directamente unas con 
otras a los efectos de este artículo.

Artículo XVIII
Entrega vigilada

1. Cuando sus respectivos ordenamientos jurídicos internos lo permitan los 
Estados Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, 
para que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la técnica 
de entrega vigilada, de conformidad con acuerdos o arreglos mutuamente 
convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en delitos mencio­
nados en el artículo IV y de entablar acciones legales contra ellas.

2. Las decisiones de los Estados Partes de recurrir a la entrega vigilada se 
adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, tener en cuenta arreglos 
financieros y los relativos al ejercicio de su competencia por los Estados Partes 
interesados.

3. Con el consentimiento de los Estados Partes interesados, las remesas ilícitas 
sujetas a entrega vigilada podrán ser interceptadas y autorizadas a proseguir 
intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente las armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo XIX
Extradición

1. El presente artículo se aplicará a los delitos que se mencionan en el artículo 
IV de esta Convención.

2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará 
incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de 
extradición vigente entre los Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen 
a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición 
que concierten entre sí.

3. Si un Estado Parte q ue supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe 
una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula ningún 
tratado de extradición, podrá considerar la presente convención como la base j urídica 
de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

4. Los Estados Partes que no supediten lá extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se ap 
de extradición entre ellos.

5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación del 
Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los 
motivos por los que se puede denegar la extradición.

6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente artículo 
se deniega en razón únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la 
solicitud, el Estado Parte requerido presen ará el caso ante sus autoridades 
competentes para su enjuiciamiento según lo; criterios, leyes y procedimientos 
aplicables por el Estado requerido a esos delitos cuando son cometidos en su 
territorio. El Estado Parte requerido y el Estado Parte requirente podrán de 
conformidad con sus legislaciones naciona 
respecto a cualquier enjuiciamiento a que se

Artículo X) i
Establecimiento y funciones d( 1 Comité Consultivo

s de esta convención, los Estados

ica el presente artículo como casos

es, convenir de otra manera con 
refiere este párrafo.

na que se refiere esta convención;

presuntamente ilícitas de armas de 
iales relacionados;
o de conocimientos y experiencias

rán de naturaleza recomendatoria.

1. Con el propósito de lograr los objetivo 
Partes establecerán un Comité Consultivo encargado de:

a) Promover el intercambio de informació
b) Facilitar el intercambio de informacióiji sobre legislaciones nacionales y 

procedimientos administrativos de los Estados Partes;
c) Fomentar la cooperación entre las dependencias nacionales de enlace a fin 

de detectar exportaciones e importaciones p 
fuego, municiones, explosivos y otros materi

d) Promover la capacitación, el intercambi 
entre los Estados Partes, la asistencia técnic i entre ellos y las organizaciones 
internacionales pertinentes, así como los esti dios académicos;

e) Solicitar a otros Estados no Partes, cuando corresponda, información sobre 
la fabricación y el tráfico ilícitos de armas dé fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados, y

f) Promover medidas que faciliten la aplicación de esta convención.
2. Las decisiones del Comité Consultivo sí i
3. El Comité Consultivo deberá mantener la confidencialidad de cualquier 

información que reciba en el cumplimiento de sus funciones, si así se le solicitare.
Artículo XXI

Estructura y reuniones del Comité Consultivo
1. El Comité Consultivo estará integrado p ir un representante de cada Estado 

Parte.
2. El Comité Consultivo celebrará una reur ión ordinaria anual y las reuniones 

extraordinarias que sean necesarias.
3. La primera reunión ordinaria del Confite 

los 90 días siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación de esta 
convención. Esta reunión se celebrará en la sede de la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, a menos que un Estado Parte ofrezca 
la sede.

4. Las reuniones del Comité Consultivo se < :elebrarán en el lugar que acuerden 
los Estados Partes en la reunión ordinaria ant< a 
sede, el Comité Consultivo se reunirá en la s 
Organización de los Estados Americanos.

5. El Estado Parte anfitrión de cada reunión 
tempore del Comité Consultivo hasta la siguiente reunión ordinaria. Cuando la 
reunión ordinaria se celebre en la sede de la Sec retaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, en ella se elegirá el Estado Parte que ejercerá la 
Secretaría pro tempore:

6. En consulta con los Estados Partes, la f ecretaría pro tempore tendrá a su 
cargo las siguientes funciones:

a) Convocar las reuniones ordinarias y extraordinarias del Comité Consultivo;
b) Elaborar el proyecto de temario de las euniones, y
c) Preparar los proyectos de informes y a< tas de las reuniones.
7. El Comité Consultivo elaborará su reg 

mayoría absoluta.

Consultivo se celebrará dentro de

¡rior. De no haber ofrecimiento de 
Lde de la Secretaría General de la

ordinaria ejercerá la Secretaría pro

amento interno y lo adoptará por

IArtículo XX’
Firma

La presente convención está abierta a la fuma de los estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos.
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Artículo XXIII
Ratificación

La presente convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán 
Estados Americanos.

en la Secretaría General de la Organización de los

Artículo XXIV
Reservas

Los Estados Partes po< irán formular reservas a la presente convención al 
momento de aprobarla, fjtr larla o ratificarla siempre que no sean incompatibles 
con el objeto y los pro] •ó sitos de la Convención y versen sobre una o más 
disposiciones específicas.

La presente convención
.......

Artículo XXV
Entrada en vigor

entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
segundo instrumento de ratificación. Para cada Estadoque haya sido depositado

que ratifique la Conversión después de haber sido depositado el segundo 
instrumento de ratificación,
de la fecha en que tal Estiadb haya depositado su instrumento de ratificación.

la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir

Artículo XXVI
Denuncia

; ón regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los1. La presente conveoc
Estados Partes podrá denun liarla. El instrumento de denuncia será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurri­
dos seis meses a partir de
Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá en 
vigor para los demás Eslac os Partes.

2. La denuncia no
formuladas durante la vige icia de la Convención para el Estado denunciante.

a fecha de depósito del instrumento de denuncia, la
. IT’xJJ • . r

afi ctará las solicitudes de información o asistencia

Artículo XXVII
Otros acuerdos o prácticas

1. Ninguna de las norm is de la presente Convención será interpretada en el 
sentido de impedir que los I stados Partes se presten recíprocamente cooperación
al amparo de lo previsto
multilaterales, vigentes o q le se celebren entre ellos, o de cualquier otro acuerdo 
o práctica aplicable.

2. Los Estados Partes

en otros acuerdos internacionales, bilaterales o

podrán adoptar medidas más estrictas que las previstas 
en la presente convención si, a su juicio, tales medidas son convenientes parax I 7 J 7 -- r----
impedir, combatir y erradic ir la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos, oí -os materiales relacionados.

miento y la aplicación de 
que habrá de celebrarse

oí -os materiales relacionados.
Artículo XXVIII

Conferencia de los Estados Partes
Cinco años después de e itrada en vigor la presente convención, el depositario 

convocará una Conferencia de los Estados Partes para examinar el funciona- 
eí ta convención. Cada conferencia decidirá la fecha en 
á ¡iguiente.

Artículo XXIX
S olución de controversias

i!Las controversias que p íedan surgir en tomo a la aplicación o interpretación 
de la Convención serán i i... , 1_ L __ 2.1___ ,____ ______ ,
cualquier otro medio de solución pacífica que acuerden los Estados Partes 
involucrados.

•e sueltas por la vía diplomática o, en su defecto, por

Artículo XXX
Depósito

El instrumento original de la presente convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Or g¡

’ ' ' ¡xfcocopia certificada del texi 
Naciones Unidas, de con¡í 
Unidas. La Secretaría Gl< 
notificará a los Estados m 
de instrumentos de ratifii

(air bags) y extinguido) 
tales como cartuchos p<

;anización de los Estados Americanos, la que enviará 
para su registro y publicación a la Secretaría de las 

lo midad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
er eral de la Organización de los Estados Americanos 
tic mbros de dicha organización las firmas, los depósitos 
cación y denuncia, así como las reservas que hubiere.

ANEXO
’ no incluye: gases comprimidos; líquidos inflama- 
por explosivos tales como bolsas de aire de seguridad

El término “explosivos 
bles; dispositivos activados 

iris de incendio; dispositivos activados por propulsores 
>ara disparar clavos; fuegos artificiales adecuados para 

usos por parte del público y diseñados principalmente para producir efectos 
visibles o audibles por combustión, que contienen compuestos pirotécnicos y que 
no proyectan ni dispersan fragmentos peligrosos como metal, vidrio o plástico 
quebradizo; fulminante de papel o de plástico para pistolas de juguete; disposi­
tivos propulsores de juguete que consisten en pequeños tubos fabricados de papel 
o de material compuesto o envases que contienen una pequeña carga de pólvora 
propulsora de combustión lenta que al funcionar no estallan ni producen una 
llamarada externa excepto a través de la boquilla o escape; y velas de humo, 
balizas, granadas de humo, señales de humo, luces de bengala, dispositivos para 
señales manuales y cartuchos de pistola de señales tipo “Very”, diseñadas para 
producir efectos visibles para fines de señalización que contienen compuestos de 
humo y cargas no deflagrantes.

Certifico que el documento adjunto es copia fiel y exacta de los textos 
auténticos en español, inglés, portugués y francés de la CONVENCION 
INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACION Y EL TRAFICO 
ILICITO DE ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y 
OTROS MATERIALES RELACIONADOS, suscrito en la ciudad de Was­
hington, D. C., el 14 de noviembre de mil novecientos noventa y siete, en el 
vigesimocuarto período extraordinario de sesiones de la Asamblea General 
de la Organización de los Estados Americanos, y que los textos firmados de 
dicho original se encuentran depositados en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Se expide la presente certificación 
a solicitud de la Misión Permanente de Colombia ante la Organización de los 
Estados Americanos.

4 de mayo de 1998.
Jean Michel Arrighi,

Director Departamento de Derecho Internacional.» 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Santa Fe de Bogotá, D. C., 5 de agosto de 1998.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional 

para los efectos Constitucionales.
(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO 

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez. 

DECRETA:
Artículo 1 °. Apruébase la “Convención Interamericana contra la Fabricación 

el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otrosy
Materiales Relacionados”, adoptada en Washington, D. C., el catorce (14) de 
noviembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 7a de 
1944, la “Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de 
Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados”, adop­
tada en Washington, D. C., el catorce (14) de noviembre de mil novecientos noventa 
y siete (1997), que por el artículo Io de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.
El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,

Luis Francisco Boada Gómez.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.»
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Comuniqúese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 

241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de marzo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández De Soto.
El Ministro de Defensa Nacional,

Gustavo Bell Lemus.
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PONENCIAS
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 193 DE 2001 SENADO
por la cual se expiden normas sobre el apoyo de manera especial, en materia 

de prisión domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia. 
Bogotá, D. C., 21 de marzo de 2002
Honorable Senador
José Renán Trujillo García
Presidente Comisión Primera
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 193 de 2001 

Senado, “por la cual se expiden normas sobre el apoyo de manera especial, en 
materia de prisión domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia”.

Señor Presidente:
De conformidad con la designación que me hiciera la Mesa Directiva de la 

Comisión Primera del honorable Senado de la República, procedo a presentar 
ponencia para primer debate Senado al proyecto de ley en referencia, en los 
siguientes términos:

1. CONSIDERACIONES
Mujer cabeza de familia es aquella que por cualquier circunstancia tiene a su 

cargo la familia cuando en esta no hay una pareja que asuma conjuntamente la 
dirección del hogar. El Estado debe, por mandato de la Carta, darle un apoyo 
especial1.

En desarrollo de este mandato constitucional se expide la Ley 82 de 1993, la cual 
define a la mujer cabeza de familia como aquella que siendo soltera o casada tenga 
bajo su cargo económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores 
propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia 
o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanen­
te o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar2.

2. Ley 82 de 1993, artículo 2o.
La misma ley en el artículo 3o consagra la obligación del Estado y de la sociedad 

de buscar mecanismos eficaces para dar protección especial a la mujer cabeza de 
familia.

El presente proyecto de ley no sólo busca desarrollar esta obligación constitu­
cional y legal, sino que también pretende proteger la infancia, como futuro de la 
sociedad, buscando la total salvaguardia contra toda forma de abandono y 
desprotección. El artículo 44 de nuestra Carta establece el derecho que tienen todos 
los niños a tener una familia y a no ser separados de ella, igualmente consagra el 
derecho al cuidado y al amor, obligación que encuentra su fuente primigenia y 
natural en los padres. De la misma manera pretende resguardar la maternidad 
conforme al artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a 
la familia como núcleo de la sociedad.

En desarrollo del cumplimiento de estos objetivos se busca facilitar el rol de la 
mujer colombiana cabeza de familia privada de la libertad, ya que esta circunstancia 
lleva a que los menores e incapaces que se encuentran bajo su cargo queden 
desamparados, puesto que es ella la única encargada de su protección, manutención 
y cuidado.

Bajo estas circunstancias, se propone la pena sustitutiva de prisión domiciliaria, 
la medida de aseguramiento denominada detención domiciliaria y la redención de 
la pena por trabajo comunitario para que la mujer cabeza de familia se pueda 
reintegrar a su rol de madre, ya que se ha considerado que los centros penitenciarios 
o carcelarios son un agente disociador y desintegrador de los hogares y según 
nuestra Constitución Política el Estado debe garantizar la protección a la familia 
como núcleo fundamental de la sociedad.

Lo anterior no significa impunidad ya que es necesario que tales mujeres que se 
han puesto al margen de la ley cumplan con un debido proceso de resocialización, 
además para poder acceder a este mecanismo de favorabilidad se deben tener en 
cuenta unas obligaciones fijadas taxativamente en el presente proyecto, que de no 
cumplirse harán efectiva la pena que se pretende sustituir. Además prevé mecanis­
mos de vigilancia y control por parte de la autoridad judicial competente con la 
colaboración del Inpec.

Tampoco se puede hablar de una violación al principio de igualdad frente a otros 
reclusos ya que lo que se pretende hacer es cumplir con el mandato constitucional 
anteriormente mencionado, además se debe tener en cuenta que las mujeres cabeza 
de familia se hallan en una posición de desigualdad de condiciones por el estado en 
el que se encuentran.

El proyecto encuentra argumentos reales para su justificación, ya que según 
estadísticas recientes el 99% de las mujeres que se encuentran recluidas en un centro 
penitenciario o carcelario son madres de menores de edad o tienen bajo su cargo un 
incapaz. También se debe tener en cuenta que las consecuencias negativas de la 
ausencia de la madre por razón de estar privada de la libertad se encuentran con

mayor facilidad en los estratos más bajos, ya qu< 
que deben salir a buscar el sustento diario y ] 
ninguna clase, originando consecuencias aúp más graves para la sociedad y 
convirtiéndose en un factor de incremento de

El presente proyecto de ley fue aprobado 
Primera de la honorable Cámara de Represeil 
Sesión Plenaria de la honorable Cámara de Representantes.

2. RESUMEN DEL ARTICULADO
Artículo 1 °. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá cuando 

la infractora sea mujer cabeza de familia, en el 1 
su defecto en el lugar señalado por el juez en cí í 
punible resida o more en aquel lugar, siempre qr <

• Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora que 
permita a la autoridad judicial competente dete 
la comunidad o a las personas a su cargo y que 
ley que no evadirá el cumplimiento de la pena.

• Solicitar al funcionario judicial competí i 
residencia o morada.

• Observar buena conducta en general y en p¡ 
cargo.

• Reparar el daño ocasionado por el delito, Salvo cuando se demuestre que está 
en incapacidad material de hacerlo.

• Comparecer personalmente ante la autoridadjudicial que vigile el cumplimien­
to de la pena cuando fue requerido para ello.

• Permitir la entrada a la residencia, a los Servidores Públicos encargados de 
realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás 
condiciones de seguridad impuestas en la sentencia, por el funcionario judicial 
encargado de la vigilancia de la pena y cumplir

El seguimiento y control de esta medida sustitutiva serán ejercidos por el juez, 
autoridad competente o tribunal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la 
sentencia con apoyo en el Inpec, organismo que 
visitas periódicas a la residencia de la penada p 
pena, de lo cual informará al despacho judicial

Artículo 2o. La pena principal privativa de la 
ley se establece, se hará efectiva en cualquier momento en que la infractora violare 
alguna de las obligaciones impuestas acorde con 
reclusión, fundamentalmente aparezca que continúa desarrollando actividades 
delictivas, o en el momento en que dejare de tener la calidad de mujer cabeza de 
familia, salvo que en este último caso, hubiere cumplido con las mencionadas 
obligaciones durante el lapso de tiempo equivalente a por lo menos las tres quintas 
partes de la condena. Se propone eliminar este beneficio también a las mujeres cabeza 
de familia que voluntariamente abandonen tal responsabilidad.

Artículo 3o. Transcurrido el término privativ 
sentencia, se declara extinguida la sanción, salvo la procedencia de otro beneficio 
que tenga igual o más favorable efecto.

Artículo 4o. La detención preventiva cuando proceda respecto de la mujer 
cabeza de familia, será sustituida por la detención domiciliaria en los mismos 
eventos y bajo las mismas condiciones consagradas en la presente ley para pena 
sustitutiva de prisión domiciliaria.

Artículo 5o. La mujer cabeza de familia condenada a pena privativa de la libertad 
o a la sustitutiva de prisión domiciliaria para desarrollar trabajos comunitarios de 
mantenimiento, aseo, obras públicas, ornato o reforestación y servicios, en el 
perímetro urbano o rural de la ciudad o municipio sede del respectivo centro 
penitenciario o del lugar de residencia o morada 
tiempo dedicado a tales actividades redimirá la 
Código Penitenciario y Carcelario.

Para tal efecto el Director del respectivo cei 
residencia o morada fijado por el juez, según el

3. PROPOSICION
Analizando el contenido del proyecto, su conveniencia, urgencia y viabilidad 

propongo a la Comisión Primera que se le dé primer debate al Proyecto de ley 193 
de 2001 Senado, “por la cual se expiden normas sobre el apoyo de manera especial, 
en materia de prisión domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de 
familia” con el pliego de modificaciones que se

Del señor Presidente y honorables Senadores,
G cilio Rodríguez González-Rubio,

e en estos casos son los menores los 
permanecer solos sin controles de

a criminalidad.
en primer debate por la Comisión 
itantes y en Segundo Debate en la

lugar de su residencia o morada en 
iso de que la víctima de la conducta 
e cumplan los siguientes requisitos:

: minar que no colocará en peligro a 
se refiere el artículo segundo de la

nte autorización para cambiar de

articular respecto a las personas en

la reglamentación del Inpec.

adoptará, entre otros, un sistema de 
iara verificar el cumplimiento de la 
respectivo.
ibertad sustituida por la que en esta

esta ley, se evada o se incumpla la

o de la libertad contemplado en la

ijado por el juez, según el caso. El 
pena en términos previstos en el

ntro penitenciario o del lugar de 
caso.

anexa.

1

Senadora Ponente.
1 Constitución Política de Colombia, artículo 43.
2 Ley 82 de 1993, artículo 2o.
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por la cual se expiden noi mas sobre el apoyo de manera especial, en materia 
de prisión domiciliaria y

“ 7

trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia, 
la cual quedará así:

I Congreso de Colombia,
DECRETA”

la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar

is a su cargo, hijos menores de edad o hijos con

iplitará a las autoras o partícipes de los delitos de genocidio, 
i las cosas o personas y bienes protegidos por el Derecho

Artículo Io. (El mismo del proyecto) La ejecución de la pena privativa de la 
libertad se cumplirá, cuando ' 
de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la 
víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos.

Que el desempeño peí 
a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la 
comunidad o a las persoi 
incapacidad mental permanente.

La presente ley no se a 
homicidio, delitos contra 
Internacional Humanitaria, (extorsión, secuestro o desaparición forzada o quienes 
registren antecedentes penales, salvo por delitos culposos o delitos políticos.

Que se garantice median tfe caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:
Cuando sea el caso, sol i en tar al funcionario j udicial autorización para cambiar de 

residencia.
Observar buena conducl

cargo.

¡rsdnal, laboral, familiar o social de la infractora permitan 
:omp

:|a en general y en particular respecto de las personas a

Comparecer personalmente ante la autoridadjudicial que vigile el cumplimiento 
de la pena cuando fuere re< uerida para ello.

1í residencia, a los servidores públicos encargados de 
realizar la vigilancia del 
condiciones de seguridad 
encargado de la vigilancia

El seguimiento y cont jo 
autoridad competente o tri

Ii pee, organismo que adoptará, entre otros, un sistema de

Permitir la entrada a
cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás 
mpuestas en la sentencia, por el funcionario judicial 
de la pena y cumplir la reglamentación del Inpec. 
sobre esta medida sustitutiva serán ejercidos por el juez, 
unal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la

al despacho judicial respectivo.

i o incumpla reclusión, fundamentalmente aparezca que

equivalente a por lo menos las tres quintas (3/5) partes

del proyecto) Transcurrido el término privativo de la

del proyecto) La detención preventiva cuando proceda

bajo las mismas condiciones consagradas en la presente

sentencia con apoyo en e 
visitas periódicas a la residencia de la penada para verificar el cumplimiento de la 
pena, de lo cual informa á

Artículo 2o. (En negril a la modificación propuesta) La pena principal priva­
tiva de la libertad sustituid por la que en esta ley se establece, se hará efectiva en 
cualquier momento en que 11 infractora violare alguna de las obligaciones impuestas 
acorde con esta ley, se ev id 
continúa desarrollando áct vidades delictivas, o en el momento en que dejare de 
tener la calidad de mujer ca >eza de familia, o incumpla sus responsabilidades como 
mujer cabeza defamilia y t l hecho sea certificado por autoridad competente salvo 
que, en estos dos últimos ja os, hubiere cumplido con las mencionadas obligaciones 
durante un lapso de tiempo 
de la condena.

Artículo 3o. (El misrnt 
libertad contemplado en 1i sentencia, se declarará extinguida la sanción, salvo 
procedencia de otro benefi :io que tenga igual o más favorable efecto.

Artículo 4o. (El mismo
respecto de una mujer cabe :a de familia, será sustituida por la detención domicilia­
ria en los mismos eventos y 
ley para la pena sustitutiva de prisión domiciliaria.

Artículo 5o. (El mismo del proyecto) La mujer cabeza de familia condenada a 
pena privativa de la libertar o la sustitutiva de prisión domiciliaria podrá desarrollar 
trabajos comunitarios de mí ntenimiento, aseo, obras públicas, ornato o reforestación 
y servicios en el perímet o urbano o rural de la ciudad o municipio sede del 
respectivo centro carceláírib o Penitenciario de residencia fijado por el juez, según 
el caso. El tiempo dedicar 
previstos en el Código Per itenciario y Carcelario.

Para tal efecto, el Dire< tor del respectivo centro penitenciario o carcelario o el 
funcionario judicial compútente, según el caso, podrá acordar y fijar con el Alcalde 
Municipal, o el Local laslc 
el desarrollo de tales ac iv

La mujer dedicada a tí les labores deberá pernoctar en los respectivos centros 
penitenciarios o caréela rit s o en el lugar de residencia fijado por el juez según el 
caso.

Artículo 6o. (El misino
perjuicio de los demás t en sficios consagrados en las normas penales o penitencia­
rias y carcelarias aplica |1( s.

Artículo 7o. (El mis.pt del proyecto) La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación.

Del señor Presidentej y

o a tales actividades redimirá la pena en los términos

indiciones de la prestación del servicio y vigilancia para 
dades.

La mujer dedicada a

del proyecto) La aplicación de la presente ley se hará sin

honorables Senadores,
Cecilia Rodríguez González-Rubio, 

Senadora Ponente.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 230 DE 2002 SENADO

por la cual se prorroga el plazo a que se refiere el artículo primero 
de la Ley 653 de 2001 y se dictan otras disposiciones.

Para culminar definitivamente el propósito para el cual fue creado el Instituto de 
Crédito Territorial en cuanto a la adjudicación de vivienda digna a los colombianos 
de menores recursos, queda entre-otros asuntos el de resolver el problema de los 
poseedores, el cual (estadísticamente) afecta a un gran número de colombianos.

La Unidad Administrativa Especial Liquidadora de Asuntos del Instituto de 
Crédito Territorial, requiere recibir el apoyo legal que le permita atender la 
problemática que surge de su función liquidadora frente a las personas que han 
accedido a vivienda de propiedad del antiguo ICT, por encontrarlas abandonadas, 
por haber suscrito contratos de arrendamiento con o sin opción de compra, por haber 
perdido la propiedad mediante sentencia y continuar habitándola, o por haberla 
comprado a adjudicatarios o invasores de manera imperfecta.

De otra parte, al analizar los avances y gestiones que viene desarrollando la 
Unidad el último año se ve claramente cómo en el corto plazo es posible terminar 
definitivamente todos sus asuntos:

Poseedores, tenedores de vivienda
Cobro de Cartera recuperable
Venta de Bienes Inmuebles
Escrituración y Legalización de Títulos pendientes.
Además, la Unidad ha venido recuperando apreciables cantidades de dinero, 

antes considerados irrecuperables, recursos que son transferidos al Fisco Nacional; 
es así como en los 2 últimos años se hicieron transferencias por $23.000 millones 
a la Dirección del Tesoro Nacional.

La experiencia nos muestra cómo si a 28 de mayo de 2002 la Unidad no se 
prorroga y los asuntos pendientes pasan al Inurbe, nos volvemos a ver enfrentados 
a un proceso largo y sin resultados positivos como lo sucedido en 1996 cuando el 
Inurbe transcurridos 5 años demostró negligencia en su gestión con los propósitos 
liquidatorios, dado que no contaba ni cuenta con el talento humano ni la experiencia 
para cumplir con este objetivo, pues su misión es totalmente diferente. En cambio, 
si contamos con la experiencia que trae la Unidad para este fin, el proceso será 
exitoso y se desarrollará en menor tiempo.

Al analizar esta realidad consideramos conveniente poner a consideración del 
honorable Congreso de la República el proyecto de ley, “por la cual se prorroga el 
plazo a que se refiere el artículo primero de la Ley 653 de 2001 y de dictan otras 
disposiciones” ya que esta se constituye en el instrumento legal que le permite a la 
UAE-ICT legalizar la tenencia o posesión a quienes habitan viviendas de propiedad 
del antiguo ICT y culminar con éxito y en su totalidad el proceso liquidatorio de 
asuntos del ICT.

Proponemos a los honorables miembros de la Comisión Cuarta del Senado de la 
República dar Primer Debate al Proyecto de ley 230 de 2000 Senado, “por la cual 
se prorroga el plazo a que se refiere el artículo primero de la Ley 653 de 2001 y se 
dictan otras disposiciones”.

Vicente Blel Saad, Efraín Cepeda Sarabia, 
Senadores de la República.
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